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SEÑORA:
JUEZ	QUINTA	(5)	LABORAL	DEL	CIRCUITO
E.	S.	D.
	
	
	
REFERENCIA:	PROCESO	EJECUTIVO	LABORAL	A	CONTINUACIÓN	DE	ORDINARIO
DEMANDANTE:		ROSA	DEL	CARMEN	GIRÓN	(QEPD)
DEMANDADO:				POSITIVA	CIA	DE	SEGUROS	S.	A.		HOY	UGPP
RADICACIÓN:					2013	-	00507
	
	
	
ASUNTO:	AMPLIACIÓN	DE	 LA	 SOLICITUD	DE	OFICIOS	DE	 EMBARGO	ESTA	VEZ	DIRIGIDA	AL
BANCO	AGRARIO	Y	DILACIÓN	INJUSTIFICADA	A	TRÁMITE	POR	PARTE	DE	LA	UGPP
	
	
	
LEILA	GIOVANNA	CAYCEDO	PAZ, identi�icada con la C.C. y T.P. como aparecen al pie de mi �irma,
en mi calidad de apoderada judicial de los herederos sucesorales de la parte actora, dentro del
proceso de la referencia, por medio del presente, me permito poner en conocimiento del
Despacho, documento mediante el cual la entidad demandada, a través de la Resolución #
0121727 de fecha, 24 de agosto de 2022, resuelve que para pagar el saldo pendiente, ordenado
en la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, correspondiente a
intereses y agencias en derecho, los herederos de la difunta, señora Rosa del Carmen Girón de
Lasso, (QEPD), deberán allegar copia de la escritura pública o sentencia ejecutoriada de sucesión.
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ASUNTO: AMPLIACION DE LA SOLICITUD DE OFICIOS DE EMBARGO ESTA VEZ 
DIRIGIDA AL BANCO AGRARIO Y DILACIÓN INJUSTIFICADA A TRÁMITE POR PARTE 
DE LA UGPP 
 
 
 
LEILA GIOVANNA CAYCEDO PAZ, identificada con la C.C. y T.P. como aparecen al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada judicial de los herederos sucesorales de la parte 
actora, dentro del proceso de la referencia, por medio del presente, me permito poner en 
conocimiento del Despacho, documento mediante el cual la entidad demandada, a través 
de la Resolución # 0121727 de fecha, 24 de agosto de 2022, resuelve que para pagar el 
saldo pendiente, ordenado en la sentencia emitida por el Juzgado Quinto Laboral del 
Circuito de Cali, correspondiente a intereses y agencias en derecho, los herederos de la 
difunta, señora Rosa del Carmen Girón de Lasso, (QEPD), deberán allegar copia de la 
escritura pública o sentencia ejecutoriada de sucesión. 
 
Con respecto a lo anterior, es de conocimiento de su despacho que, en el año 2007, se 
presentó ante el juzgado, proceso para que se le reconociera a la señora ROSA DEL 
CARMEN GIRON (QEPD) pensión de sobrevivientes, por el deceso de su hija SANDRA 
XIOMARA LASSO GIRÓN, pensión reconocida en segunda instancia, para lo cual se 
presentó el proceso ejecutivo para el respectivo pago, y con infortunio de la muerte de la 
señora ROSA DEL CARMEN GIRON, proceso que continuó con sus herederos sucesorales, 
quienes me ratificaron el poder, con todas las facultades, entre ellas, la de recibir, 
librándose el respectivo título judicial con el pago parcial, quedando pendiente un saldo; 
concediendo además, las costas judiciales y las agencias en derecho a favor de la 
apoderada como puedo probar en el nuevo contrato de prestación de servicios que 
ratifica aún más el mandato de la causante (el cual anexo), rubros que nada tienen 
que ver con derecho sucesoral alguno. 
 
Desde el momento del proceso ejecutivo, la entidad demandada se dedicó a interponer 
cualquier cantidad de recursos, nulidades, incidentes, objeciones, etc.; todo encaminado a 
dilatar el pago pendiente, de hecho hace un mes se resolvió la última nulidad interpuesta 
por la UGPP, pero aún así, continúa con la dilación, solicitando documentación extra para 
proceder a realizar el pago pendiente, olvidando esta entidad que, los herederos 
sucesorales, se encuentran representados por la suscrita, y quien tiene un poder, entre 
otras facultades, de recibir. 
 
De manera clara, se puede determinar de parte de la entidad demanda UGPP, una 
“deslealtad procesal”, pues no está cumpliendo con su responsabilidad de asumir las 
cargas procesales que les corresponden.  
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En razón a ello, la Corte ha señalado que se incumple este principio cuando: (i) las 
actuaciones procesales no se cumplen en un momento determinado y preclusivo dispuesto en 
la ley, es decir, cuando se realizan actos que puedan dilatar las mismas de manera 
injustificada; (ii) se hacen afirmaciones tendientes a presentar la situación fáctica de forma 
contraria a la verdad; (iii) se presentan demandas temerarias; o (iv) se hace un uso 
desmedido, fraudulento o abusivo de los medios de defensa judicial. 
 
La recurrencia en la dilación de sus actuaciones, por parte de la entidad demandada, nos 
han llevado a permanecer con un proceso durante casi 15 años, haciendo gravosa la 
situación para los herederos, pues no es justo con ellos que, después de haber perdido a 
su hermana, SANDRA XIOMARA LASSO GIRÓN, también tuvieren que sufrir la pérdida de 
su señora madre, (y por quien se presentó el proceso); y quien lamentablemente no pudo 
disfrutar de la prestación económica que le fue reconocida , y aún ellos sigan pendientes 
de un proceso que, por “capricho” de la entidad demandada, no se pueda dar por 
terminado, todo por no asumir el pago a pesar del fallo emitido por el juzgado. 
 
Ante estos hechos notorios, también se puede demostrar por parte de la entidad 
demandada, falta a la buena fe, principio consagrado en el artículo 83 de la Constitución 
Nacional: “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse 
a los postulados de buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquéllos 
adelanten ante éstas”.   
A través del principio de la Buena Fe, se quiso proteger al particular de los obstáculos y 
trabas que las autoridades públicas, y los particulares que ejercen funciones públicas, 
ponen frente a él, como si se presumiera su mala fe, y no su buena fe.   
 
"La buena fe, como principio general que es, no requiere consagración normativa, pero se 
hace aquí explícita su presunción respecto de los particulares en razón de la situación de 
inferioridad en que ellos se encuentran frente a las autoridades públicas y como mandato 
para éstas en el sentido de mirar al administrado primeramente como el destinatario de una 
actividad de servicio…". (Gaceta Constitucional No. 19. Ponentes: Dr. Álvaro Gómez Hurtado 
y Juan Carlos Esguerra Portocarrero.  Pág. 3) 
 
Me refiero a esto por las reiteradas dilaciones, sin justificación, por parte de la entidad 
demandada, invocando, como lo dije con anterioridad, nulidades, recursos, objeciones, 
incidentes; sin supuestos fácticos y/o jurídicos que las respalden, todo con el fin de 
retrasar el pago y con ello la terminación del proceso y contrario, ahora lo que hace la 
entidad es llamar a los herederos, para solicitarles el anexo de una documentación, esto 
como condición para realizarles el pago, apartándose de la orden judicial de pagar, así 
como lo hicieron (y sin necesidad de documentación adicional), cuando realizaron el 
primer pago, y al parecer, olvidando, la entidad demandada que existe un proceso judicial 
cursando actualmente. 
 
El Artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, establece: “La función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en 
los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones.” 
 
Con este principio se busca la agilidad en el trámite y la gestión administrativa. Comporta 
la indispensable agilidad en el cumplimiento de las tareas a cargo de entidades y 
servidores públicos.   
 
Desafortunadamente, en este proceso que nos atañe nada de esto se ha cumplido, pues 
nos encontramos frente a un desconocimiento u omisión de cumplir con una orden 
judicial emitida desde el año 2017, para lo que la entidad demandada, ha recurrido a 
cualquier cantidad de medios y ahora ha puesto nuevas condiciones para cumplir con algo 
que, por ley, está obligada a acatar. 
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La Corte Constitucional en sentencia T- 731 de 1998, definió el principio de celeridad en 
los siguientes términos: “(…) comporta la indispensable agilidad en el cumplimiento de 
las tareas a cargo de entidades y servidores públicos para lograr que alcancen sus 
cometidos básicos con prontitud, asegurando que el efecto de su gestión se proyecte 
oportunamente en la atención de las necesidades y aspiraciones de sus destinatarios.” 
 
Por lo anterior, teniendo en cuenta que no se ha dado cumplimiento al Auto Interlocutorio 

No. 007 del 14 de enero de 2019, que señala la medida cautelar para que se ejecute la 

sentencia No. 284 del 03 de Noviembre de 2011 y el auto interlocutorio # 289 del 30 de 

junio de 2022 que, adiciona a la condena hasta de la misma manera frente a la necesidad 

de asegurar,  entre otros derechos, el derecho al acceso  a la administración de justicia 

como medio para para lograr la protección de los derechos reconocidos, y ante el 

precedente jurisprudencial que determina que se pueden embargar los bienes del estado 

y del presupuesto nacional, sentencias C- 013, 017, 337 de 1993; C -103, 263 de 1994; 

C793 de 2002 y la C566 de 2003, me permito solicitarle lo siguiente:   

Para que los efectos de la presente ejecución no se hagan nugatorias, solicito como 
medida cautelar el EMBARGO de los dineros que la accionada UGPP, tiene consignadas en 
la Cuenta Corriente del BANCO AGRARIO Sucursal Avenida Jiménez - Bogotá Cuenta No. 
30070000692-1, Convenio No. 13291 a nombre del TESORO NACIONAL – RECAUDOS 
UGPP. 
 
Esta vez por TRES MILLONES DE PESOS ($3.000.000), fijadas por el Tribunal Superior de 

Cali como agencias en derecho, y los CUARENTA Y SIETE MILLONES SEISCIENTOS DOCE 

MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS ($47.612.786); los que ya traía arrastrando el 

proceso que también incluyen costas judiciales y por el cual se libraron los oficios 

pertinentes a las entidades bancarias, Bancolombia, Caja Social, Av. Villas, Banco 

Occidente, BBVA, Banco Agrario Cali (que aun pese al tiempo transcurrido no contestan ni 

ejecutan la medida), ante la naturaleza de la entidad demandada, como lo establece el 

plan de desarrollo 2006-2010 esto es la ley 1157 de 2007;  y  El decreto 5021  de 2009 que 

establece la estructura y organización de la UGPP, el cual es modificado por el artículo 4 del 

decreto 4168 de 2011, derogado por el artículo 33 del decreto 575 de 2013, señalando que 

la naturaleza jurídica de la entidad demandada es administrativa, del orden nacional con 

personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, adscrita al 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 156 de la Ley 1151 de 2007.  

De la misma manera, y frente a la necesidad de asegurar, entre otros derechos, el derecho 

al acceso  a la administración de justicia como medio para para lograr la protección de los 

derechos reconocidos, y ante el  precedente jurisprudencial, que determina que se pueden 

embargar los bienes del estado y del presupuesto nacional, sentencias C- 013, 017, 337 de 

1993; C -103, 263 de 1994; C793 de 2002 y la C566 de 2003, y para que los efectos de la 

presente ejecución, no se hagan nugatorias, solicito como medida cautelar el EMBARGO 

de los dineros que la accionada tiene consignadas en la Cuenta Corriente del BANCO 

AGRARIO Sucursal Avenida Jiménez - Bogotá Cuenta No. 30070000692-1, Convenio No. 

13291 a nombre del TESORO NACIONAL – RECAUDOS UGPP. Limítese esta vez el 

embargo a la suma de CINCUENTA MILLONES, SEISCIENTOS DOCE MIL, SETECIENTOS 

OCHENTA Y SEIS PESOS. ($50.612.786).  
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ANEXOS 
 

1. Resolución # 0121727 de fecha 24 de agosto de 2022, emitida por la entidad 
demandada UGPP. 

 
2. Ratificación del contrato de prestación de servicios jurídicos, esta vez firmado por 

los sucesores procesales de Rosa del Carmen Girón de Lasso (QEPD); Claudia 
Viviana Lasso Girón, José Medardo Lasso Girón, Carlos Arbey Lasso Girón. 

 
 
 
 
De Usted, 
Respetuosamente: 

 
 
 
 

LEILA GIOVANNA CAYCEDO PAZ 
C.C. # 37.014.140 de Ipiales (N) 
T.P. # 96.445 del C.S. de la J. 
caycedopazabogada@gmail.com 
giovacap1@hotmail.com 
giovacap2@gmail.com 
 

  

 

mailto:caycedopazabogada@gmail.com
mailto:caycedopazabogada@gmail.com
mailto:giovacap1@hotmail.com

